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comparación con la experiencia 
alemana proporciona una ima-
gen similar. 

Pero la divergencia ha sido 
mucho mayor en la productivi-
dad total de los factores (PTF). 
Esta importante variable se esti-
ma como residuo, por lo que hay 
diferencias entre los datos que 
proporciona el Conference Board 
con los que estima, por ejem-
plo, la OCDE en su Productivity  
Database. Pero la imagen es si-
milar: cualquiera que fuera la PTF 
relativa de España y de Alemania 
en 1990, en 2018 la distancia 
entre ambas es entre un 17 por 
100 y un 22 por 100 (según la 
fuente) mayor. 

¿Qué nos dicen los datos mi-
croeconómicos sobre la evolu-
ción de la productividad? Tanto 
el estudio de García-Santana et 
al. (2015) para el período 1995-
2007, utilizando datos de unas 
350.000 empresas, como el pu-
blicado por el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) en su Infor-
me sobre la economía española 
en 2017 (1), que utiliza datos 
de más de 500.000 empresas 
españolas desde 2000 hasta 
2013  (2), obtienen que la PTF 
decreció en España en los años 
anteriores a la Gran Recesión. El 
primer estudio obtiene, además, 
que, en el 80 por 100 de los 356 
sectores contemplados, empre-
sas con una PTF menor que la 
media del sector ganaron peso, 
resultado que revela distorsio-
nes graves en el funcionamiento 
de esos sectores. Y el segundo, 
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La productividad de la economía espa-
ñola diverge respecto de la de las economías 
europeas más avanzadas. La causa más im-
portante de esta divergencia se encuentra en 
las deficiencias españolas en capital organi-
zativo. Y estas, a su vez, están muy influidas 
por la mala calidad de diversas instituciones 
(formales e informales) que no generan los 
incentivos adecuados e introduce trabas a las 
mejoras en la gestión. Existe una reseñable 
similitud entre los déficits organizativos que 
limitan la eficacia del sector público con los 
que condicionan los avances en la productivi-
dad en el sector privado.
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Spanish productivity has been diverging  
with respect to most advanced European 
countries, being backwardness in man-
agement the main reason. Improvement  
in management is constrained by different  
institutions (formal and informal), that  
lower incentives and put obstacles to internal  
reforms. It is remarkable the similarity  
between public and private sectors organiza-
tion’s failures.
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J UNTO a la elevada desigual-
dad, intensificada desde la 
Gran Recesión, el problema 

más grave de la economía espa-
ñola es la ineficiencia de su sis-
tema productivo que se sintetiza 
en una relativamente baja pro-
ductividad. Distintas mediciones 
realizadas por diferentes fuentes 
apuntan a que la productividad 
española ha crecido poco y, en 
lugar de converger, ha divergido 
desde la década de los noven-
ta con respecto a países como  
Alemania y Francia. Desigualdad 
e ineficiencia, por cierto, no son 
fenómenos totalmente indepen-
dientes porque algunas de sus 
causas son comunes. 

I.	 MEDIDAS Y CAUSAS DE 
LA BAJA PRODUCTIVIDAD 

De acuerdo con la Total Eco-
nomy Database del Conference 
Board, la productividad hora (PIB 
por hora trabajada) había creci-
do en la década de los ochenta 
a una tasa anual del 3 por 100, 
pero en la década de los noventa 
esa tasa bajó al 1,2 por 100 y 
en lo que llevamos de siglo se 
ha situado en el 0,8 por 100. De 
acuerdo con la misma fuente, tal 
como se refleja en el gráfico 1, 
la productividad hora española 
ha divergido con respecto a la 
de Alemania y Francia. Así, en 
1990 representaba el 85 por 100 
de la que se daba en Francia, al 
comienzo de la Gran Recesión 
había pasado a ser el 75 por 
100 y en los últimos años se 
encuentra en el 79 por 100. La 
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nente, pero cuando se produce 
un aumento en el tamaño (por 
un shock positivo de demanda, 
por ejemplo) la elevación de 
la eficiencia o no existe o es 
efímera. Piensa el autor que la 
mayor eficiencia la impulsa, fun-
damentalmente, una mejor ca-
lidad gerencial, que constituye 
el principal determinante de la 
productividad y del tamaño de 
las empresas, de ambos. Huerta 
y Salas (2017) también conside-
ran que tamaño y productividad 
vienen en gran medida deter-
minados por la calidad de los 
directivos. 

Esta importante cuestión 
planteada por los dos estu-
dios que estamos comentando 
constituye, como vamos a ver, 
el punto de partida de nuestra 
argumentación.

Pero antes hablemos de al-
gunas consecuencias de la baja 
productividad y de los déficits 
de gestión. Una muy importante 
es la de la calidad e intensidad 
de las exportaciones. La elevada 
diversificación que se produjo 
desde mediados de los noventa 
no llevó aparejada un aumento 
en la complejidad media de lo 
que se exporta y, por otra parte, 
la supervivencia de las empresas 
españolas en los mercados in-
ternacionales ha sido bastante 
corta. El crecimiento exportador 
se ha producido gracias a una 
elevación sustancial del margen 
extensivo, pero la intensidad ex-
portadora (margen intensivo) es 
reducida, apenas ha aumentado 
y las empresas no logran conso-
lidar su posición en los mercados 
exteriores. La mayor parte cesa 
su presencia en el exterior tras 
los primeros años. 

La complejidad de lo que se 
exporta no es muy elevada. Se-
guimos a Hausmann e Hidalgo 

el del FMI, va acompañado de 
un análisis econométrico que 
sugiere que la regulación en los 
mercados de productos y de tra-
bajo, las barreras a la entrada y 
la fragmentación del mercado 
entre regiones tienen un efecto 
significativo y negativo sobre la 
productividad de las empresas. 
Algo similar había hecho el pri-
mer estudio, que con una des-
agregación menor (58 sectores 
en lugar de 356) encuentra que 
en los sectores en los que la in-
fluencia de políticas es mayor y, 
tal como sugieren los coautores 
García Santana y Pijoan Más en 
su nota de 2016 (García Santana 
y Pijoan Más, 2016), son más 
propensos a albergar situaciones 
de clientelismo, la ineficiencia es 
mayor (3). 

¿Y después de la crisis? El es-
tudio del FMI concluye que las 
empresas grandes (mayores de 
250 empleados [4]) han experi-
mentado desde 2009 una leve 
recuperación de su PTF, pero no 
ha sido el caso para el conjunto 
de las empresas españolas.

Existe una fuerte correlación 
entre tamaño y productividad, 
tal como muestran Moral-Be-
nito (2016) y Huerta y Salas 
(2017), y en la economía espa-
ñola la proporción de empre-
sas pequeñas es bastante más 
elevada que en países como 
Alemania y Francia. Pero la ten-
tación de tratar de «explicar» 
la menor productividad espa-
ñola por el menor tamaño de 
sus empresas es ilegítima. En 
primer lugar porque la menor 
productividad española se da 
para todos los rangos de ta- 
maño y, en segundo lugar, de 
forma más importante, porque 
la dirección de la causalidad 
entre esas dos variables (tama-
ño y eficiencia) es la contraria 
de la que se pretende sugerir: 
una mayor eficiencia condu-
ce al crecimiento del tamaño 
y, en cambio, un aumento del 
tamaño no causa una mayor 
eficiencia. El estudio de Moral-
Benito (2016)  (5) es bastante 
concluyente al respecto: cuan-
do se produce un aumento en 
la eficiencia se eleva el tamaño 
de forma relativamente perma-

GRÁFICO 1
DIVERGENCIA EN LA DÉCADA DE LOS NOVENTA
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Fuente: Elaboración propia a partir de The Total Economy Database (Conference Board).



36

CALIDAD INSTITUCIONAL Y PRODUCTIVIDAD DE LA ECONOMÍA ESPAÑOLA

PAPELES DE ECONOMÍA ESPAÑOLA, N.º 168, 2021. ISSN: 0210-9107. «LA CALIDAD DE LAS INSTITUCIONES Y LA ECONOMÍA ESPAÑOLA»

tra amplia de países, mediante 
entrevistas a empresas realizadas 
por expertos que tabulan sus 
resultados valorando numérica-
mente distintas prácticas [18] 
referidas a tres aspectos funda-
mentales: monitorización conti-
nuada y detallada de las distintas 
áreas de la empresa y de sus 
resultados, establecimiento de 
objetivos, y gestión de recursos 
humanos. El WMS deja fuera de 
su alcance, por su dificultad de  
medición, aspectos importan-
tes de la gestión empresarial, 
pero se puede esperar que estos 
aspectos sean complementa-
rios con la calidad de la gestión 
medida por la metodología del 
WMS (7). 

La competencia en los mer-
cados, el tipo de propiedad de 
la empresa y la formación de los 
directivos y de los empleados 
influyen de forma importante 
sobre la calidad de la gestión 
(véase Bloom et al., 2014; Van 
Reenen, 2016). Por la misma 
razón por la que son relevantes 
los dos primeros factores, el 
tipo de incentivos que generan, 
deben serlo también la inten-
sidad y frecuencia con la que 
se produzcan situaciones de 
clientelismo. Sobre ello volvere-
mos más adelante. En la oleada 
2013-2014 del WMS el nivel 
medio de la calidad gerencial de 
las empresas españolas es el 61 
por 100 del de Alemania (que, a 
su vez, es el 93 por 100 del de 
Estados Unidos). En Italia el nivel 
de calidad del management me-
dido por el WMS parece ser el 
79 por 100 del estimado para 
las empresas alemanas. 

Por otra parte, los resultados 
de la Encuesta empresarial eu-
ropea (ECS) para el año 2019, 
que obtiene información armo-
nizada de más de 20.000 em-
presas sobre la gestión de los 

II.	 DÉFICIT DE CAPITAL 
ORGANIZATIVO

La forma en que se toman las 
decisiones y cómo se organiza el 
trabajo, el grado de descentra-
lización en uno y otro aspecto, 
los criterios utilizados para la 
promoción de los empleados, 
la existencia o no de una defini-
ción precisa de las responsabili-
dades y de los incentivos en los 
distintos niveles y cómo se mo-
nitoriza el funcionamiento de 
distintos aspectos de la empresa 
constituyen el conjunto de prác-
ticas gerenciales que definen 
el capital organizativo. Como 
dicen Bloom, Sadum y Van  
Reenen (2017), ese conjunto de 
prácticas, las que definen una 
cierta calidad del management, 
es una tecnología, en el sentido 
de que constituye un determi-
nante fundamental de la PTF. 
Varios estudios, repasados en el 
citado Bloom, Sadun y Reenen 
(2017) y en Bloom et al. (2014), 
comprueban la existencia de un 
impacto positivo de la calidad 
del management sobre el tama-
ño y la productividad. 

Como vamos a ver, un mana-
gement deficiente hace menos 
probable la incorporación de 
nuevas tecnologías, y, además, 
cuando estas se incorporan sin 
producirse cambios en la forma 
de gestión, sus efectos son sus-
tancialmente menos positivos. 
Estudios micro (6) y experien-
cias empresariales ponen de ma-
nifiesto la complementariedad 
entre tecnología y organización, 
y, por tanto, la necesidad de 
adaptarse mutuamente como 
condición necesaria para que la 
tecnología produzca las espera-
das ganancias de productividad.

El World Management Survey  
(WMS) se propone medir la cali-
dad de la gestión en una mues-

(Atlas of Economic Complexity) 
en basar la apreciación de la 
complejidad de las exportacio-
nes en la noción de ubicuidad: 
un producto es poco ubicuo si 
lo producen muy pocos países y 
los países que lo producen están 
diversificados en sus exportacio-
nes y producen además otros 
productos poco ubicuos. Así 
definido, un producto poco ubi-
cuo tenderá a ser más complejo 
porque hay pocos países con 
mostradas capacidades para 
diversificar sus exportaciones 
que tienen las destrezas para 
producirlo. Con los datos de 
exportaciones de las estadísticas 
Comtrade, las correspondientes 
a los 1.240 grupos de bienes de 
la clasificación SH4, el Atlas pro-
duce para cada año un ranking 
de productos en función de su 
complejidad. En el capítulo 1  
de Sebastián (2019) calcula-
mos que solo el 1,4 por 100 de  
las exportaciones españolas  
de 2014 estaba en el primer 
decil de complejidad. Y solo el 
6,9 por 100 estaba en el segun-
do decil. Y la mayor parte de 
ellos (todos los que estaban en 
el primer decil) eran productos 
intermedios. La imagen, cier-
tamente, no es de gran com-
plejidad: escasa densidad de 
productos no ubicuos. Y, quizá 
por ello, la supervivencia de las 
empresas en los mercados inter-
nacionales es limitada.

Estas deficiencias en las ex-
portaciones de productos (redu-
cida complejidad y escasa super-
vivencia en mercados exteriores), 
pese a su éxito de crecimiento 
y de diversificación, son reflejo  
de los problemas en la calidad de  
la gestión que condicionan la 
insatisfactoria evolución de  
la productividad.
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Italia y Alemania y un 39 por 100 
del aumento de la brecha entre  
España y Alemania. Ello se debe 
al efecto compuesto de una 
menor ganancia de productivi-
dad inducida por las TIC y una 
menor adopción de esas tecno-
logías. Lo curioso es que, según 
las estimaciones de la OCDE en 
su Productivity Database, la in-
tensidad de la inversión española 
en las TIC fue sustancialmen-
te mayor que la italiana, pero 
sus efectos parecen ser mucho 
menores. Consecuencia, segu-
ramente, de la peor calidad de 
la gestión que, según el WMS, 
tiene España, tal como hemos 
indicado más arriba, inferior que 
en Italia.

Según Schivardi y Schmitz en 
el trabajo que estamos comentan-
do, las diferencias en ganancia de  
productividad por la adopción 
de las TIC se explican por facto-
res organizativos y gerenciales. 
Confirman la existencia de una 
clara complementariedad entre la 
adopción de las TIC, y sus efectos 
sobre la productividad, y la cali-
dad de la gestión. Las empresas 
con peor calidad organizativa 
han adoptado las nuevas téc-
nicas en menor grado y, sobre 
todo, cuando lo han hecho, sus 
consecuencias han sido mucho 
menos positivas. Las empresas 
que han invertido en TIC sin in-
troducir cambios organizativos 
han experimentado un reducido 
crecimiento de su productividad. 
Este parece ser el caso de España.

III.	 DETERMINANTES DE LA 
CALIDAD DEL MODELO 
ORGANIZATIVO

¿Cuáles son los determinantes 
de la calidad de la gestión que, 
como vemos, juega un papel tan 
decisivo en el avance de la pro-
ductividad? 

Es cierto, sin embargo, que 
existe en España un grupo de 
empresas innovadoras que utili-
zan sistemas de gestión avanza-
dos y que representan en torno 
al 25 por 100 del total de las em-
presas industriales de más de 50 
trabajadores. Pero el 75 por 100 
restante y la inmensa mayoría de  
las pequeñas tienen sistemas  
de gestión arcaicos e ineficientes.

García-Olaverri, Huerta-Arribas 
y Larraza-Kintana (2006) realizan 
una encuesta para medir la ca-
lidad en la gestión empresarial 
a partir de cuatro indicadores: 
si la empresa tiene implantado 
algún modelo de calidad total, 
la rotación de trabajadores entre 
puestos de trabajo, el número de 
personas que participan en equi-
pos de trabajo y la implantación 
de círculos de calidad. Su encues-
ta a ejecutivos de 401 empresas 
industriales localizadas en España 
en el año 2007 revela que el 25 
por 100 de los casos encuestados 
no usa ninguna de las cuatro 
herramientas de gestión mencio-
nadas; el 64 por 100, una o dos, 
y solo el 11 por 100 utiliza tres o 
cuatro.

El estudio de Schivardi y  
Schmitz (2018) analiza las dife-
rencias de crecimiento en la pro-
ductividad en los países del sur 
de Europa (España e Italia) con 
respecto a Alemania causadas 
por la adopción de la nuevas tec-
nologías de la información y la 
comunicación (TIC). Según su es-
timación, la revolución de las TIC 
elevó la productividad en Ale-
mania entre 1995 y 2008 en un 
11,7 por 100, mientras que en 
Italia lo hizo en un 7,6 por 100 y 
en España en un 4,5 por 100. Lo 
que implica que la adopción de 
las nuevas tecnologías explica-
ría un 28 por 100 del aumento 
en el período 1995-2008 de la 
brecha de productividad entre 

recursos humanos, las estrategias 
en materia de competencias, la 
digitalización, la participación 
directa de los trabajadores y el 
diálogo social, confirman la baja 
dotación de lo que López Garrido  
et al. (2020) llaman capital or-
ganizacional en las empresas del 
sur de Europa, incluidas las es-
pañolas, en comparación con 
las empresas del norte y centro 
del continente. Muestran, entre 
otras deficiencias, una excesiva 
jerarquización, una escasa auto-
nomía de los equipos de trabajo, 
lagunas en formación específica y 
escasa voz de los empleados en la 
organización general del trabajo. 

Garcés-Galdeano y Huerta 
(2019) apuntan que, en línea 
con los resultados de la ECS, 
hay efectivamente poca dele-
gación de la capacidad de de-
cisión en las empresas españo-
las: predominan las estructuras 
organizativas centralizadas y 
burocráticas, generalmente con 
muchos niveles jerárquicos. La 
formación de los trabajadores 
sigue siendo un punto débil: 
nos movemos en un entorno 
de 17 horas de formación por 
trabajador y año, alejado de 
las 45 que por término medio 
invierte la empresa alemana. En 
los temas de retribución hay que 
resaltar la todavía escasa intro-
ducción de determinados tipos 
de incentivo: solamente el 14,2 
por 100 de las empresas incen-
tiva a sus empleados en función 
de los resultados de la planta 
en la que trabajan. Un 44 por 
100 de las empresas españolas 
no ha establecido un sistema 
de sugerencias para valorar las 
ideas de los empleados, y el 58 
por 100 de ellas no considera de 
interés realizar encuestas de sa-
tisfacción de los trabajadores. El 
60 por 100 de las empresas es-
pañolas, por otra parte, no tiene 
definidos equipos de trabajo.
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IV.	 ¿CÓMO SON TODOS 
ESOS FACTORES EN LA 
REALIDAD ESPAÑOLA? 

Huertas y Salas (2017) mues-
tran que la proporción de em-
pleadores, entre los que están 
incluidos los managers, con tí-
tulo universitario es en España 
claramente inferior a la que se 
da en Alemania y Francia. Estos 
autores afirman que la profesio-
nalización de los gestores es más 
baja en España que en los países 
europeos más avanzados y que 
los procedimientos de selección 
de la alta dirección de las em-
presas son deficientes, por ello 
claman por el desarrollo de un 
mercado de directivos. El peso 
de la empresa familiar, por su 
parte, es elevado, probablemen-
te porque el tratamiento fiscal de 
la transmisión de la propiedad 
de empresas (efecto conjunto 
del impuesto de sucesiones y 
de la fiscalidad de las plusvalías) 
favorece que la propiedad de 
las empresas quede dentro del 
perímetro familiar, lo que reduce 
el grado medio de profesionali-
zación de los directivos.

Los mercados constituyen 
instituciones privadas de vital 
importancia, también para la 
calidad de la gestión. En España, 
los mercados de productos y 
servicios están frecuentemen-
te cartelizados: los acuerdos de 
precios o de reparto de mercado 
(incluidos los acuerdos ocultos 
en la participación de concursos 
públicos) están a la orden del día, 
lo que generan precios más altos 
para los demandantes, dificul-
tades de acceso a los mercados 
para los nuevos competidores y, 
en general, menores incentivos 
para mejorar la gestión y ser más 
eficientes. Efectivamente, los in-
formes de la CNMC revelan que 
existen importantes déficits de 
competencia en los mercados 

Regulaciones de distinto tipo 
(9) condicionan tanto el dise-
ño como la puesta en práctica 
del modelo organizativo. Desde 
luego las laborales y tributarias, 
pero también las que inciden 
sobre la entrada y salida de las 
empresas y las que reglamentan 
el funcionamiento de un deter-
minado sector productivo: unas 
y otras pueden imponer barreras 
a la entrada. En general, el grado 
de seguridad jurídica (la claridad 
y estabilidad de las normas y la 
eficacia con la que se resuelven 
los conflictos legales) resulta fun-
damental. La incertidumbre que 
se crea si hay inseguridad jurídica 
condiciona cualquier innovación 
organizativa, hasta el punto de 
poder paralizarla. 

La implementación de una 
determinada organización y su 
gestión estarán condicionadas 
por las normas que regulan las 
relaciones laborales, incluidas 
las que generan la capacidad 
normativa de algunos convenios, 
por el nivel formativo de los em-
pleados y por la calidad de las 
intervenciones administrativas a 
las que la empresa se tiene que 
someter. También por las insti-
tuciones informales que pueden 
condicionar que determinados 
aspecto organizativos sean más 
o menos lejanos a la cultura de 
una sociedad. 

La formación de los directi-
vos y de los empleados, el ca-
pital humano, es un factor im-
portante pero no decisivo. En 
un contexto que genere escasos 
incentivos para innovar, por los 
motivos expuestos, y/o que im-
ponga limitaciones del tipo de 
las consideradas en los párrafos 
anteriores, un elevado capital 
humano no garantiza una ges-
tión eficiente.

Los directivos son los que di-
señan e implementan el modelo 
organizativo, por lo que su pro-
fesionalización e incentivos serán 
factores altamente relevantes. 
También lo será la existencia de 
limitaciones para poner en prác-
tica determinada organización. 
La profesionalización dependerá  
de su formación, pero también de  
su autonomía respecto a los pro-
pietarios de la empresa (en las 
empresas familiares la autono-
mía resulta menor). Tanto los 
incentivos como las limitaciones 
para implementar determinado 
modelo están muy afectados por 
una serie de factores de carácter 
institucional. 

En mercados poco competi-
tivos habrá menores incentivos 
para innovar la organización: 
conseguir una posición de poder 
de mercado o ser miembro de 
un cartel tendrá resultados me-
jores y más rápidos que cambiar 
el modelo organizativo y ges-
tionarlo con mayor rigor (8). 
Lo mismo se puede decir si la 
empresa se beneficia de un sis-
tema clientelar en el que resulta 
favorecida por determinadas 
regulaciones o por los sesgos de 
la acción pública (en concursos 
o en la gestión de permisos). En 
estos contextos habrá escasos 
(o, al menos, menores) incen-
tivos para invertir en capital or-
ganizativo y mejorar la gestión. 
El valor del capital organizativo 
(la ganancia esperada por mejo-
rarlo) disminuye en un entorno 
clientelar y también en un en-
torno poco competitivo.

Mercados de crédito sujetos a 
racionamiento pueden represen-
tar un obstáculo, pues la presen-
cia de restricciones financieras 
limita las oportunidades de in- 
vertir en nuevos sistemas de ges-
tión. 
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es muy deficiente (y muy ines-
table). El funcionamiento de las 
empresas, por otra parte, se verá 
afectado por la inseguridad que 
proporciona un sistema tribu-
tario gestionado con frecuentes 
violaciones del principio de la 
legalidad, tal como denunciaba 
un conjunto de 35 catedráticos 
de derecho financiero y tributa-
rio en mayo de 2018 (12).

No es de extrañar, y resul-
ta relevante, que los ejecutivos 
españoles que responden a la 
Executive Opinion Survey (EOS), 
con la que el World Economic 
Forum (WEF) elabora sus infor-
mes sobre la competitividad, 
valoren muy mal la eficacia del 
sistema legal para reclamar la 
aplicación inapropiada de regu-
laciones y normas.

El peso de la burocracia es 
alto, manifestación de una mala 
calidad de las instituciones del 
Estado. Así lo piensan los ejecu-
tivos que responden a la citada 
EOS, que en la valoración del 
marco en el que realizan su acti-
vidad otorgan la puntuación más 
baja a ese aspecto: en la EOS de 
2016 lo consideraban el segun-
do factor más problemático al 
que se enfrentaban, peor que las 
regulaciones laborales, el acceso 
al crédito o la formación de la 
mano de obra, y en la de 2019 
siguen valorando con la peor ca-
lificación el peso de la burocracia 
en las regulaciones administra-
tivas. Esta idea la corroboran 
las estimaciones de los expertos 
del informe Doing Busines (DB) 
sobre los trámites y coste para 
obtener permisos y licencias, que 
en España son muy elevados, 
y los sucesivos informes DB no 
registran mejoras en este aspec-
to a lo largo de los años. En la 
tramitación de licencias para 
construir un almacén (13), por 
ejemplo, no se aprecia ningún 

de productos y de servicios, que 
se detectan pese los defectos en 
el sistema de supervisión. Estos 
llevan a que los casos investiga-
dos y sancionados representen 
una proporción relativamente 
pequeña de las situaciones reales 
de cartelización de los mercados. 
Hay, además, sectores en los 
que la preponderancia de un 
número reducido de empresas 
es elevada, con lo que las empre-
sas más pequeñas que conviven 
en ellos tienen sus estrategias 
constreñidas por la dominante. 
Incluso, a veces, también su via-
bilidad financiera, porque al ha-
berse convertido en proveedores  
de la gran empresa sus flujos de  
caja están determinados por las 
prácticas de pago de esta, que 
frecuentemente abusa de su po-
sición de dominio y retrasa los 
pagos para optimizar su circu-
lante. Incumpliendo, por cierto, 
la legislación sobre el particular. 
Este es otro aspecto negativo de 
nuestra realidad institucional, 
el incumplimiento impune de 
normas, un aspecto más de inse-
guridad jurídica. 

El grado de clientelismo en 
la economía española es rela-
tivamente elevado (10), lo que 
envilece la calidad de nuestras 
instituciones políticas y públicas. 
Impregna no pocas regulaciones 
en diversos sectores, que favore-
cen abiertamente a unas pocas 
empresas, pero también se dejan 
sentir en el favoritismo de la ges-
tión pública. El Expert Survey de 
la Universidad de Gotemburgo 
detecta falta de imparcialidad en 
la relación entre las administra-
ciones españolas y las empresas. 
A la hora de obtener licencias 
administrativas no es del todo 
infrecuente que los funcionarios 
favorezcan a las empresas con 
las que tienen algún tipo de rela-
ción personal. Más grave resulta 
la valoración que recibe en dicho 

estudio la Administración espa-
ñola en la frecuencia con que 
se captura la voluntad de altos 
funcionarios en los procesos de 
contratación pública para que 
una empresa obtenga la adjudi-
cación sin haber hecho la mejor 
oferta. Las malas prácticas en la 
contratación pública denuncia-
das, por ejemplo, por Ferrando 
Gamir (2015) y puestas de ma-
nifiesto en el Eurobarómetro de 
2013 sobre la relación de las em-
presas con las administraciones 
encierran grandes elementos de 
clientelismo (11). 

Decíamos que la seguridad 
jurídica es un elemento funda-
mental del marco institucional, 
sin el que será menos proba-
ble la toma de decisiones para 
mejorar el capital organizativo. 
Tal como discutía en Sebastián 
(2016), el sistema legal español 
se caracteriza por su complejidad 
y su falta de estabilidad (mu-
chas normas, algunas poco cla-
ras, que varían continuamente) 
y también por su relativamente 
bajo cumplimiento, lo que crea 
una inestable sensación de rela-
tivismo. El sistema judicial, por 
su parte, no es eficaz, tal como 
ilustraba en el capítulo 8 de  
Sebastián (2016), en el capítulo 2  
de Sebastián (2019), y descri-
ben Mora-Sanguinetti y Fuentes 
(2012), lo que merma la seguri-
dad jurídica. En otro interesante 
trabajo, García Posada y Mora 
Sanguinetti (2014) encuentran 
que la entrada de nuevas empre-
sas, especialmente las de único 
propietario, está afectada por la 
ineficacia del sistema judicial, lo 
que constituye una buena mues-
tra de cómo la baja calidad de 
estas instituciones merma el di-
namismo empresarial.

Para la inversión organizativa 
resulta muy relevante la calidad 
del marco concursal, y el nuestro 
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avance. Se sigue tardando más 
de doscientos días, y el coste de 
los trámites es el mayor de los 
23 países europeos miembros de 
la OCDE: por encima del 5 por 
100 del coste de construcción 
del almacén, cuando la mediana 
de los 23 países es 1,1 por 100. 
Por tanto, la imagen que propor-
cionan estos datos es la de una 
burocracia lenta y cara.

En los indicadores de regu-
laciones en los mercados de los 
productos de la OCDE (PMR In-
dicators) la economía españo-
la, pese a mostrar desde 1998 
mejoras en varios aspectos, aún 
sigue entre los países de cola en  
muchos otros. Por ejemplo,  
en las cargas administrativas para 
las corporaciones sigue ocupan-
do el último lugar, solo superada 
por Grecia, y lo mismo ocurre  
en las cargas administrativas 
para las empresas de un único 
propietario, que solo en Luxem-
burgo, Portugal y Grecia son ma-
yores que en España. Y las car-
gas administrativas específicas a 
nivel sectorial son en España más 
pesadas que en el resto de los 
países de la OCDE, exceptuando 
Grecia.

Unas administraciones públi-
cas que resultan tan pesadas para 
la actividad empresarial, supo-
nen un lastre para la puesta en 
práctica de planes de innovación 
organizativa, hasta el punto de 
que pueden llegar a frustrarlos. 
Los efectos de estas cargas sobre 
la gestión empresarial y sobre sus 
posibilidades de mejora se ven 
agravados cuando las cargas no 
son homogéneas en todo el Esta-
do (14). Por otra parte, el efecto 
de esta carga será mayor para las 
empresas pequeñas y nuevas.

Los que responden a la EOS 
piensan que en España el Go-
bierno y la Administración tienen 

dades de invertir en nuevos siste-
mas de gestión son los mercados 
de crédito, en los que situacio- 
nes de racionamiento, no in-
frecuentes en nuestro sistema 
financiero, pueden impedir la 
realización de planes de reforma 
interna.

La formación de los emplea-
dos también podría constituir 
una limitación para llevar a cabo, 
por ejemplo, los planes de des-
centralización que necesitan las 
mejoras organizativas. Huertas y 
Salas (2017) muestran que la pro-
porción de empleados con solo 
estudios primarios es mayor en 
España que en Alemania y Fran-
cia. Y los déficits de formación 
de adultos, puestos de manifies-
to por los resultados del PIAAC 
(Programme for the Internatio-
nal Assessment of Adult Com-
petencies) de la OCDE de 2013, 
son llamativos. A pesar de ello, o 
quizá precisamente por ello, en el 
modelo organizativo vigente en 
la mayoría de las empresas existe 
una reducida actividad de for-
mación de empleados, tal como 
hemos reportado más arriba.

Garcés-Galdeano y Huertas 
(2019) identifican que hay resis-
tencias internas para los cambios 
en los sistemas de gestión, por 
parte de directivos y accionistas 
y también por parte de los traba-
jadores. En los primeros, afirman 
estos autores, hay falta de cono-
cimiento directivo que impulse 
la innovación, pero pienso que, 
probablemente, también hay 
falta de incentivos adecuados 
porque, como ya hemos dicho, 
en un contexto clientelar y poco 
competitivo acercarse al poder 
político y administrativo o parti-
cipar en un cartel puede tener, a 
corto y medio plazo, un benefi-
cio esperado mayor que empren-
der una reforma organizativa. En 
las resistencias de los empleados 

una capacidad muy baja para 
responder a cambios en el entor-
no y carecen de una visión a largo 
plazo. Que los ejecutivos de las 
empresas españolas tengan esta 
percepción supone también una 
fuente de incertidumbre, en este 
caso sobre el marco determinado 
por las administraciones públicas 
y las políticas del Gobierno, que, 
dada la importancia del mismo, 
afectará a las decisiones de in-
versión (material, pero también 
en intangibles como el capital 
organizativo). 

Las regulaciones laborales 
han sido otra limitación impor-
tante para la adopción de mode-
los organizativos más eficientes. 
Muy en especial, probablemente, 
las incluidas en los convenios 
sectoriales, que han mostrado 
tener una elevada capacidad 
normativa. Juan Francisco Jime-
no (2016) nos cuenta cómo los 
intentos, en la reforma de 1994 
por ejemplo, de supresión en el 
texto del Estatuto de los Traba-
jadores de normas sobre la or-
ganización interna de las empre-
sas, sustancialmente restrictivas 
y que habían sido heredadas de 
la legislación franquista, fueron 
vanos porque esas disposiciones 
fueron copiadas casi literalmente 
en buena parte de los conve-
nios colectivos firmados desde 
1994. Los dirigentes sindicales y 
patronales se sentían cómodos 
nadando en esas aguas tan poco 
propicias para la innovación or-
ganizativa. Los empresarios de 
mayor tamaño, además, veían 
cómo mediante los convenios 
sectoriales podían imponer nor-
mas, que debían seguir todas 
las empresas del sector, que les 
favorecían y dificultaban la en-
trada de nuevos competidores. 
Otra merma de la competencia.

Decíamos que otros mercados 
que pueden limitar las oportuni-
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fiar en los otros ciudadanos. La 
proporción de los encuestados 
que no otorga confianza es en 
España del 67 por 100, mayor 
que la media europea y más cer-
ca de los países europeos menos 
confiados (Eslovaquia y Portugal)  
que de los países que otorgan  
más confianza a los otros  
(Dinamarca y Suecia). De los 
países de Europa occidental, so-
lamente Portugal, Italia, Grecia 
y, sorprendentemente, Francia, 
muestran mayor grado de des-
confianza que España.

Como también ocurre con 
muchos otros elementos institu-
cionales negativos, el bajo grado 
de confianza es probablemente 
la consecuencia de la forma en 
que se ha ejercido el poder: con-
cretamente de la ausencia de un 
Estado en el que el poder se ejer-
za de forma impersonal y bajo 
la primacía de la ley. Como agu-
damente sugiere Francis Fuku-
yama (2014), en estos Estados, 
que él califica de patrimonia-
les, surge un «equilibrio de nivel 
bajo» (low level equilibrium): un 
Estado ineficiente dominado por 
el clientelismo genera una baja 
confianza social, y esta, a su vez, 
alimenta el mantenimiento de 
un Estado de esas características.

La baja confianza constitu-
ye una restricción informal que 
impregna todo el armazón insti-
tucional. La resistencia a descen-
tralizar las decisiones y a romper 
una estructura de toma de deci-
siones rígidamente jerarquizada, 
presente en España tanto en el 
sector privado como en el sector 
público, está influida por la esca-
sa confianza en los demás. 

Hay, efectivamente, elemen-
tos comunes en los fallos orga-
nizativos que se dan en el sector 
privado y en el público. Recien-
temente, Carles Ramió (2020) 

tricciones informales son las que 
hacen que unas mismas normas 
y reglas formales generen dis-
tintos incentivos en diferentes 
países. Su existencia explica la 
persistencia de muchos aspectos 
de las relaciones sociales, que se 
mantienen pese a que se hayan 
producido cambios profundos 
en las reglas formales. Forman 
parte de lo que llamamos cul-
tura, que North (1990) define 
como el vehículo de transmisión 
entre generaciones de valores y 
otros factores que influyen en el 
comportamiento. Hay estudios 
antropológicos que ponen de 
manifiesto que en comunidades 
carentes de un Estado y de reglas 
formales se generaron densas 
redes sociales que configuraban 
una estructura institucional in-
formal estable. En las sociedades 
modernas ocurren fenómenos 
similares y, cuando esas estruc-
turas se consolidan, introducen 
mucha inercia y persistencia ante 
cambios en las reglas formales. 
Por eso, los cambios culturales 
son incrementales y no inmedia-
tos en respuesta a nuevas reglas 
formales.

Para superar esas restriccio-
nes informales, que muchas 
veces, según North (1990), son 
convenciones que resuelven pro-
blemas de coordinación, es ne-
cesario que los agentes tengan 
experiencias colectivas en las 
que unos valores y códigos de 
conducta diferentes muestren 
generar mejores resultados que 
los anteriores (15). Este proceso 
necesita tiempo, mucho a veces. 
Lo importante es situarse en la 
senda adecuada.

Tomemos la falta de con-
fianza que puede estar lastran-
do avances institucionales. De 
acuerdo con la EVS (2010), un 
porcentaje elevado de españo-
les piensa que no hay que con-

juegan varios factores: los man-
dos intermedios temen que des-
aparezca el papel que realizan 
en las plantas productivas, lo 
que les pueda implicar una cierta 
degradación, y los empleados 
son reticentes a asumir nuevas 
responsabilidades. 

V.	 INSTITUCIONES 
INFORMALES 

La escasa disposición a asu-
mir nuevas responsabilidades 
se encuentra muy arraigada en 
la sociedad española. Tal como 
constataba en el capítulo 9 de 
Sebastián (2016), al analizar los 
resultados de la Encuesta euro-
pea de valores (EVS) 2010, los 
españoles son los europeos que 
menos valoran que el puesto de 
trabajo les sirva para asumir res-
ponsabilidades y para desarrollar 
la iniciativa propia. Solo el 14 por 
100 de los españoles encuesta-
dos valora la primera propiedad 
del puesto de trabajo y solo el 
13 por 100 valora la segunda. Y 
estas frecuencias que se dan en 
el caso español son las menores 
de entre los 23 países europeos 
miembros de la OCDE. El último 
puesto en estas cuestiones lo 
ocupan también los españoles 
si limitamos la comparación a 
los europeos con educación su-
perior. No es, por tanto, una 
cuestión de menor formación. 
Podríamos hablar de la existencia 
de instituciones informales ad-
versas que generan resistencias.

Douglass North, uno de los 
grandes popes de la economía 
institucional, afirmaba en su 
libro de 1990 que hay códigos 
de conducta, normas de com-
portamiento y convenciones que 
constituyen una parte muy im-
portante de la estructura que 
gobierna las relaciones entre los 
agentes económicos. Estas res-
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recerme suficiente. No creo que 
se trate de que no dispongan del 
manual adecuado.

VI.	 LÍNEAS DE REFORMA  
Y POLÍTICAS

Es necesario cambiar las 
prácticas del ejercicio del poder, 
elevando la trasparencia y ale-
jándonos del clientelismo. Para 
ello, crear unas administraciones 
públicas más transparentes con 
directivos dotados de autonomía 
de gestión y con mecanismos 
explícitos de asunción de res-
ponsabilidades supondría dar 
pasos importantes en la buena 
dirección (16). Consolidar una 
cultura de gestión profesionali-
zada y de rendición de cuentas 
en el sector público, además de 
hacer más eficaz la acción de 
las administraciones y disminuir 
las cargas que estas imponen 
sobre las empresas y sobre los 
ciudadanos, acabaría teniendo 
un impacto favorable sobre los 
modos y códigos de conducta en 
el sector privado. Como también 
lo tendría esmerarse en el cuida-
do de la producción normativa 
para reducir la inseguridad jurídi-
ca y, desde luego, con el mismo 
fin, hacer más eficaz el funciona-
miento de la justicia.

Mejorar la supervisión de los 
mercados para eliminar prácticas 
contrarias a la competencia y 
revisar las regulaciones que con-
dicionan el funcionamiento de 
algunos sectores constituiría otro 
pilar para crear un marco más 
propicio para una gestión em-
presarial más eficiente. Hemos 
visto que deficiencias en la ne-
gociación colectiva y la ineficacia 
de la justicia pueden introducir 
limitaciones a la competencia, 
al dificultar la entrada de nue-
vos participantes en el mercado. 
Sería conveniente abordarlas.

escaso interés en mejorar el ca-
pital organizativo de sus em-
presas, más incentivados como 
están en situarse provechosa-
mente respecto de la Adminis-
tración y de los poderes públicos 
y en ocupar una buena posición 
en la estructura de poder en 
mercados poco competitivos, 
encontrando refuerzo en códi-
gos de conducta arraigados en 
nuestra sociedad contrarios a 
los que necesitaría una nueva 
organización interna de las em-
presas. Efectivamente, la jerar-
quización de las decisiones y el 
desinterés por asumir responsa-
bilidades, que parecemos tener 
los españoles según la EVS, se 
refuerzan mutuamente. 

Avanzar en la asunción de res-
ponsabilidades tanto en el sector 
público como en el privado cons-
tituiría una senda prometedora 
conducente a una mejor orga-
nización en las administraciones 
públicas y en las empresas. Pero 
para ello es necesario, en primer 
lugar, que la elección de los res-
ponsables se base en capacidad 
y mérito (ya sabemos que no es 
así en el sector público, pero, 
sorprendentemente, tampoco 
lo es siempre en la empresa pri-
vada) y, después, que el buen 
cumplimiento reciba premios 
de algún tipo (en promoción 
o en remuneración), algo que 
no ocurre en el sector público y 
tampoco lo hace en grado sufi-
ciente en el privado. Las razones 
de índole política por las que no 
se avanza por esa senda en las 
administraciones públicas me 
resultan bastante claras. Menos 
lo son las que determinan el blo-
queo de ese avance en el sector 
privado. Acudir a la explicación 
de que los accionistas y los direc-
tivos carecen del conocimiento 
para valorar las consecuencias 
positivas de una organización 
descentralizada no acaba de pa-

exponía que la insatisfactoria 
respuesta de las administracio-
nes públicas a la crisis sanitaria y 
social que ha generado la pande-
mia no es achacable, en contra 
de lo que se dice, al retraso en el 
desarrollo de una administración 
digital, aspecto en la que España 
ocupa el puesto 10 entre los 27 
países de la Unión Europea (UE), 
sino a las graves deficiencias or-
ganizativas: las administraciones 
públicas, en opinión de Ramió 
que yo comparto, «están artifi-
cialmente fragmentadas en uni-
dades administrativas jerarqui-
zadas, que operan con lógicas 
feudales sin apenas capacidad 
de compartir y cooperar entre 
ellas». Resulta notable la analo-
gía de este diagnóstico con el 
que hemos hecho aquí sobre las 
empresas privadas españolas y 
su incapacidad, por deficiencias 
organizativas, para aprovecharse 
de las posibilidades que generan 
las TIC para alcanzar cotas más 
elevadas de productividad.

En el sector público la forma 
de ejercer el poder y, concre-
tamente, la colonización de las 
administraciones por los partidos 
políticos son en gran medida 
responsables del tipo de organi-
zación existente. Los directivos 
públicos carecen de autonomía 
de gestión y de objetivos claros, 
no son evaluados y no se sien-
ten empoderados, ya que ocu-
pan puestos de libre designación 
controlados por los dirigentes 
del partido en el poder. Y esa 
colonización es un elemento ca-
racterístico del Estado patrimo-
nial, para seguir con la termino-
logía de Fukuyama. La exigencia 
de responsabilidades no forma 
parte de la práctica política y 
nadie percibe que no asumirlas 
merme en absoluto su carrera.

En el sector privado, los ac-
cionistas y los directivos tienen 
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Estado han ganado la batalla de 
la supervisión dentro del proyec-
to, lo que lleva a esperar que im-
plante una fiscalización ex ante, 
que burocratizará la gestión y no 
se garantizará, en cambio, que 
los recursos se usen de forma 
eficiente y permitan alcanzar los 
objetivos. Nada se dice sobre 
quién hará y cómo se hará una 
valoración económica (más allá 
de la fiscalización contable) del 
uso de los recursos. De hecho, 
ni se establece la obligación de 
hacerla, cuando habría que ar-
bitrar evaluaciones intermedias, 
además de la final. La necesidad 
de una valoración profesional 
e independiente como elemen-
to fundamental de una buena 
gobernanza del gasto público 
aún no está suficientemente im-
plantada. No se puede hablar 
de evaluación de los programas 
de gasto si no se valora su efica-
cia, el grado en el que cumplen 
sus objetivos, y su eficiencia, si 
se ha seguido la mejor opción 
de utilización de los recursos. 
No se hace ni siquiera en estos 
proyectos en los que nos juga-
mos tanto y en los que, además, 
estamos gestionando fondos no 
nacionales. 

La experiencia de utilizar capi-
tal público para mejorar la com-
petencia de las empresas se inten-
tó y no ha sido muy positiva, por 
lo que se pueden derivar algunas 
conclusiones que deberían de 
tenerse en cuenta. Me refiero al 
Programa de Apoyo a la Inversión 
Industrial Productiva. Se trataba 
de la concesión de préstamos 
para el desarrollo de proyectos in-
dustriales de manera directa por 
parte del Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo, destinados 
a mejor la competitividad empre-
sarial. Desde 2008 hasta 2016 
se otorgaron cerca de 4.900 mi-
llones de euros en préstamos. 
La Autoridad Independiente de 

carse en estos proyectos tan pe-
sados de gestionar y muchas 
empresas ni siquiera lo intentan. 
Habría que intensificar este mo-
delo y mejorar notablemente su 
gobernanza, reduciendo la buro-
cracia y cuidando que la empresa 
privada beneficiada tuviera una 
gestión eficiente. 

Otro posible modelo de par-
ticipación pública en el impulso 
a empresas innovadoras sería la 
creación de sociedades de eco-
nomía mixta (con una participa-
ción mayoritaria del Estado que 
es quien aporta el capital) para 
alcanzar objetivos concretos, tal 
como ahora se propone para la 
instrumentación de los fondos 
que la UE va a aportar a la recu-
peración de la economía euro-
pea. Se supone que la empresa 
privada ha contribuido a definir 
el objetivo de la nueva sociedad 
y se va a encargar de la ejecución 
del proyecto bajo estricta super-
visión pública. 

Aunque me parece interesan-
te este modelo de participación 
público-privada, tengo, sin em-
bargo, dudas sobre el diseño 
concreto que se ha adoptado. 
Por un lado, por cómo se definen 
los proyectos, que, al parecer, 
parte de propuestas privadas 
que reciben el visto bueno de 
una oficina de la Presidencia del 
Gobierno. Creo que sería más 
correcto hacerlo a través de una 
agencia pública independiente 
que previamente defina líneas 
específicas, como se ha hecho en 
otros países europeos, y después 
valore las propuestas privadas, y 
apruebe y adjudique, en un pro-
ceso transparente, la que resulte 
más adecuada. 

La segunda duda se refiere 
a la supervisión. Al final parece 
que, como suele ocurrir, Hacien-
da y la Intervención General del 

También revisar la legislación 
laboral para eliminar cualquier 
restricción legal que pudiera 
haber a una mayor participación 
de los empleados en la gestión de  
las empresas. Y, en este sentido, 
también habría que fomentar 
que los convenios pudieran con-
templar la consulta a los emplea-
dos en la toma de algunas de las 
decisiones y su implicación en as-
pectos organizativos. La inclina-
ción de los dirigentes patronales 
y sindicales por mantener en los 
convenios normas contrarias a la 
innovación organizativa consti-
tuye otra institución informal en 
el sentido que hemos visto más 
arriba, que solo se irá superando 
cuando unos y otros perciban 
que les iría mucho mejor inno-
vando. Unos participarían más 
en la gestión de la empresa y 
se les abrirían vías para la pro-
moción y la mejora retributiva 
y otros se beneficiarían de las 
implicaciones favorables de una 
mayor productividad. 

¿Se pueden poner en prác-
tica políticas públicas destina-
das a impulsar empresas más 
dinámicas e innovadoras? Hay 
varios aspectos en los que esto 
sería posible. Muy claramente 
en el campo de la I+D. Pero se 
trataría de cambiar el modelo, 
yendo más allá de las desgrava-
ciones fiscales y de las subven-
ciones, y llevar a cabo proyectos 
privado-públicos en los que, con 
financiación mixta, una empresa 
colaborara con un centro público 
de investigación en proyectos 
bien definidos. Ha habido algu-
nas experiencias de este tipo, 
con las universidades a través 
de las Oficinas de Transferencias 
de Resultado de Investigación 
(OTRI), pero la gestión ha estado 
muy burocratizada, por lo que 
muchos equipos de investigación 
de centros públicos encuentran 
pocos incentivos para embar-
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TIC ha sido evidente. La im-
presión que se obtiene es que 
en España se han introduci-
do las nuevas tecnologías de 
información y comunicación 
sin apenas cambios en el mo-
delo organizativo y de ahí su 
escaso impacto sobre la pro-
ductividad. 

6)	 Menor profesionalización y 
formación de los directivos, 
menores incentivos para las 
mejoras en la gestión y trabas 
a la puesta en marcha de re-
formas explican el atraso en 
capital organizativo. Tanto 
los incentivos como las trabas 
están influidos por factores 
institucionales. La empresa 
familiar, frecuente en España, 
alberga una menor profesio-
nalización de directivos.

7)	 Déficits de competencia en 
los mercados, presencia de 
prácticas clientelares e inse-
guridad jurídica generan in-
centivos contrarios a la inver-
sión en capital organizativo.

8)	 La formación de los directivos 
y de los empleados, el capital 
humano, es un factor impor-
tante pero no decisivo. En un 
contexto que genere escasos 
incentivos para innovar y que 
imponga obstáculos a la inno-
vación organizativa, un eleva-
do capital humano no garan-
tiza una gestión eficiente.

9)	 La cercanía a los poderes pú-
blicos para ser favorecidos en 
regulaciones y en distintos 
aspectos de la gestión pública 
prevalece a veces sobre otras 
consideraciones. La carteli-
zación de algunos mercados 
y los abusos de la empresa 
dominante en otros restan 
incentivos a las mejoras en 
gestión. El valor del capital or-
ganizativo, la ganancia espe-

VII.	 CONCLUSIONES

1)	 La productividad española 
ha crecido poco en las últi-
mas décadas y ha divergido 
respecto a los países euro-
peos más avanzados, cuando, 
partiendo de un nivel más 
bajo y siendo una economía 
relativamente integrada con 
las europeas más avanzadas, 
habría que haber esperado 
una cierta convergencia. La 
divergencia es aún más acu-
sada en la PTF.

2)	 En los estudios micro se per-
ciben los mismos fenómenos 
y se detecta la existencia de 
trabas que determinan una 
ineficiente asignación de re-
cursos entre empresas. 

3)	 Existe una alta correlación 
entre tamaño y productividad, 
y la densidad de empresas pe-
queñas en España es mayor 
que la de los países europeos 
más avanzados. Pero no cabe 
colegir que el tamaño es la 
causa de la menor eficiencia, 
porque la causalidad va de 
eficiencia a tamaño y no al 
revés. Es la calidad del capital 
organizativo la que determina 
ambos: tamaño y eficiencia.

4)	 Datos de diversas fuentes 
apuntan a que en España la 
calidad de la gestión (el di-
seño y funcionamiento del 
modelo organizativo) es ma-
yoritariamente deficiente. 

5)	 Déficits de gestión hacen que 
se adopten en menor grado 
las nuevas tecnologías, pero 
además, dada la demostra-
da complementariedad entre 
tecnología y gestión, ocasio-
nan que las que se adopten 
tengan unos efectos sobre la 
productividad sensiblemente 
menores. En los casos de las 

Responsabilidad Fiscal (AIReF) 
realizó en 2018 (AIReF, 2018) 
una evaluación del programa y 
sus conclusiones fueron: 1) No 
ha mejorado la competitividad 
ni la inversión empresarial; 2) no 
se aprecia ningún impacto signi-
ficativo sobre la productividad, 
rentabilidad o perfil financiero 
de las empresas; 3) ha tenido un 
coste financiero y de morosidad 
muy elevado; 4) no se ha produ-
cido un alineamiento claro con 
necesidades identificadas, ni con 
objetivos cuantificables; y 5) se 
ha gestionado con procedimien-
tos poco eficientes. Es decir, ha 
resultado ser un programa mal 
definido y mal gestionado, que 
no consigue el objetivo persegui-
do de mejorar la competitividad, 
la productividad y la inversión 
empresarial. Se supone que inter-
ventores del Estado certificaron 
que el gasto (en este caso, los 
préstamos) se correspondía con 
créditos presupuestarios existen-
tes. Pero hasta que la AIReF no 
se propuso evaluar el programa 
nadie se preocupó de ver si estos 
préstamos servían para algo. Esto 
no debe ocurrir con los recursos 
europeos.

Las sociedades mixtas que se 
creen deberían tener bien defi-
nidos sus objetivos y la forma en 
que se va a medir su consecución. 
No cabe, obviamente, mantener-
se en el mantra de aumentar el 
valor de los accionistas como ob-
jetivo principal. También habría 
que definir su gobernanza, que 
permitiera tener en cuenta y dar 
voz a todos los afectados. Así se 
mejoraría la gestión de los pro-
yectos y se facilitaría su evalua-
ción. Sería, además, una buena 
ocasión de contribuir a desarrollar 
el prometedor paradigma sobre 
empresas y corporaciones pro-
puesto por Colin Mayer (2018) 
(17), lo que constituiría una nota-
ble mejora institucional.
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18)	Los avances que proporcio-
narían los puntos 16) y 17) 
podrían crear un marco en 
el que los agentes verifica-
rían que valores distintos (la 
confianza en los demás y la 
disposición a asumir respon-
sabilidades) generan mejo-
res resultados, que es el me-
canismo por el que cambian 
los valores.

19)	Consolidar una cultura de 
gestión profesionalizada y 
de rendición de cuentas en 
el sector público, además de 
hacer más eficaz la acción 
de las administraciones, aca-
baría teniendo un impacto 
favorable sobre los modos 
y códigos de conducta en el 
sector privado.

20)	Programas de colaboración 
público-privada pueden con-
tribuir a intensificar la inno-
vación en las empresas, pero 
resulta crucial una buena 
gobernanza de los progra-
mas y de las empresas impli-
cadas. 

NOTAS

(*) Alfonso Novales, con el que he discutido 
estas cuestiones durante los últimos años, me 
hizo útiles comentarios al texto. 

(1) IMF Country Report 17/24: Spain Selected 
Issues. Enero 2017.

(2) Obtenidos de la base ORBIS del Bureau 
Van Dijk.

(3) Los resultados de uno y otro estudio están 
en línea con las tesis que voy a defender en 
este artículo, pero tienen que ser tomados 
con algunas reservas: las derivadas de la 
forma en que se miden algunos inputs de 
las regresiones en el estudio del FMI y en 
la forma, quizá no muy precisa, en que se 
caracterizan los sectores más influidos por 
las políticas públicas en el otro estudio. Pero 
también por las limitaciones de las técnicas 
de contrastación de hipótesis al uso. Por 
ejemplo, las apuntadas en sus críticas por 
McCloskey y Ziliak, en su libro de 2008 y en la 
serie de dos artículos de 1996 y 2004, cuya 
posición se puede resumir en la siguiente 
valoración: la significación estadística, criterio 

14)	La rígida jerarquización, la 
baja profesionalización de 
los directivos, la ausencia de 
asunción de responsabilida-
des, la mala definición de in-
centivos y de criterios de pro-
moción están presentes en 
ambas áreas. El diagnóstico 
de por qué se dan en la pú-
blica (la colonización de las 
administraciones por parte 
de los partidos políticos) es 
más claro que el que se suele 
proponer para el sector pri-
vado (escaso conocimiento 
de directivos para valorar las 
consecuencias de una orga-
nización distinta), que resulta 
poco satisfactorio.

15)	Hay que revisar el tratamien-
to fiscal de la transmisión de 
la propiedad de las empresas, 
de forma que se reduzcan 
los incentivos para mantener 
la empresa en el perímetro 
familiar, y fomentar el desa-
rrollo de un mercado de di-
rectivos (privados y públicos).

16)	Reformas de las adminis-
traciones públicas y de los 
órganos de supervisión (de 
los mercados y de la contra-
tación pública), dotándoles 
a unos y a otros de una ele-
vada profesionalización y 
autonomía de gestión, ayu-
darían a quebrar el equilibrio 
de baja calidad que, como 
hemos señalado, sostiene el 
Estado clientelar.

17)	Una Justicia más eficaz y un 
mayor esmero en la produc-
ción normativa, así como el 
respeto al principio de lega-
lidad en la gestión tributaria, 
elevarían la seguridad jurídi-
ca. El marco legal mejoraría 
también con la revisión de 
regulaciones que condicio-
nan el funcionamiento de 
algunos sectores.

rada por mejorarlo, disminu-
ye en un entorno clientelar y 
también en un entorno poco 
competitivo.

10)	La mala calidad de la produc-
ción normativa y la ineficacia 
de la justicia contribuyen a la 
inseguridad jurídica que re-
duce todo tipo de inversión, 
incluida la organizativa. La 
frecuente violación del prin-
cipio de la legalidad en la 
gestión tributaria constituye 
otra fuente de inseguridad 
jurídica.

11)	Las cargas que impone la 
burocracia de la Administra-
ción, la normativa laboral y 
las restricciones financieras 
suponen trabas a las mejoras 
en la gestión. Las segundas 
se encuentran sobre todo en 
la reproducción mimética en 
los convenios de vieja legis-
lación sobre la organización 
interna de las empresas, que 
las partes de la negociación 
colectiva mantienen en sus 
acuerdos.

12)	La adopción de modelos 
organizativos más descen-
tralizados puede estar en-
torpecida por déficits de for-
mación de los empleados, 
pero también por los valores 
imperantes en nuestra so-
ciedad (instituciones infor-
males): la escasa inclinación 
de los españoles a asumir 
responsabilidades.

13)	Existe una notable similitud 
entre las deficiencias organi-
zativas en las administracio-
nes públicas, que las hacen 
poco eficaces, y las que se 
dan en las empresas, que 
merman su capacidad para 
adoptar nuevas tecnologías 
y hacer que estas eleven su 
productividad.
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de Economistas de Madrid. 

García Posada, M. y Mora Sanguinetti, 
J. S. (2014). Entrepreneurship 
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Banco de España Working Paper, n.º 
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Documentos de Trabajo del Banco 
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y  La r r aza  -K i n t a n a ,  M. (2006) . 
Human and organizational capital: 
typologies and determinants in the 
Spanish firms. The International 
Jou rna l  o f  Human  Resou r ce 
Management, 17, pp. 316-339.

Guillamón, C., Moral-Benito, E. y Puente, 
S. (2017). High growth firms in 
employment and productivity: 
Dynamic interactions and the role 
of financial constraints. Documento 
de Trabajo del Banco de España, n.º 
1718. Madrid: Banco de España.

Hausmann, R. y Hidalgo, C. Atlas of 
Economic Complexity. http://atlas.
cid.harvard.edu/

Huerta, E. y Salas, V. (2017). Tamaño 
y productividad de la empresa 
española. El recurso olvidado de la 
calidad de la dirección. Policy Brief, 
n.º 12, Europe G.

International Monetary Fund (IMF) (2017). 
Country Report  17/24: Spain 
Selected Issues. Enero.

J imeno, J. F.(2016). Crecimiento y 
empleo. Una relación turbulenta 
e incomprendida. Barcelona: RBA 
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López Garrido, D., Ros, F., Salas, V. y 
Santillana, I. (2020). Las empresas 
ante la nueva ola verde y digital. El 
País, 27 noviembre 2020. 

(16) En el capítulo 4 de Sebastián (2019) hacía 
propuestas concretas en este sentido.

(17) Las interesantes propuestas de Colin 
Mayer sobre la reforma de las corporaciones, 
que podrían incorporarse a un programa de 
reforma del capitalismo, pueden verse resu-
midas en el capítulo 6 de Sebastián (2021).
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